[image: image1.jpg]


SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
"2025, Año de la Innovación y el Fortalecimiento Educativo".[image: image2.jpg]



 TOCA 64/2024-SS-3

EXP. 687/2023-3


	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2024/SS-3.


	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2023/3.


	ACTOR Y RECURRENTE: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: **********MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMIREZ.



	


San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de febrero de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2024/SS-3, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el cinco de agosto de dos mil veinticuatro **********apoderado general de la persona moral actora**********, en contra de la resolución de veinte de mayo de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********/3; turnado a ésta Sala Superior el veintiuno de agosto siguiente, mediante oficio **********, signado por el Magistrado de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando SGUNDO de la presente Sentencia.”.
II.- Inconforme con la referida determinación, **********con el carácter indicado en párrafos anteriores,**********interpuso**********recurso de apelación, por escrito presentado el cinco de agosto del año que transcurre, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintiuno siguiente; atendiendo a que por auto de quince de junio del mismo año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2023/3.

III.- Por acuerdo de veintitrés de agosto de dos mil veinticuatro
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********, con el carácter referido; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a las autoridades demandadas Director General y al Director de Comercialización,**********ambos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro
 se recibió escrito de la autoridad demandada por medio del cual desahogo la vista en el término otorgado en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y el diez de septiembre siguiente
, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********apoderado general de la persona moral actora **********parte actora en el juicio génesis, personalidad que acredita con copia certificada que obra dentro del juicio de origen
, del Instrumento Notarial un mil trescientos uno del libro treinta y tres, ante la fe del Licenciado ********** Notario Público ciento cuarenta y cuatro, del Estado de Nuevo León.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el  veintisiete de junio de dos mil veinticuatro
, por lo que dicha notificación surtió efectos el veintiocho siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del uno de julio al seis de agosto del año en curso, sin contar los días seis, siete, trece y catorce de julio, tres y cuatro de agosto del presente año por haber sido inhábiles (sábados y domingos), todos del año en curso, el dieciocho de julio de la misma anualidad, por haberse declarado la suspensión de labores de este Órgano Jurisdiccional, con motivo del aniversario luctuoso de **********, del diecinueve de julio al dos de agosto de dos mil veinticuatro, por corresponder al primer periodo vacacional de este Tribunal, conforme al artículo 15
 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que, si el recurso de apelación se presentó el cinco de agosto del año que transcurre, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********apoderado general de la persona moral actora **********parte actora en el juicio génesis********** es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro, se decretó el sobreseimiento del juicio, respecto del acto impugnado que el actor hizo consistir en:

“(…) el oficio número **********, de veinticuatro de abril del dos mil veintitrés, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), mediante el cual requiere a la Persona Moral denominada Bebidas Mundiales Sociedad de Responsabilidad Limitada. de Capital Variable, el pago por la cantidad de **********), por concepto de prestación de servicio de drenaje y tratamiento, relativo a setenta y cinco meses de supuesto adeudo”.

De lo anterior se deduce, que este asunto es de cuantía determinada; el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el veintiocho de mayo del presente año, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $108.57 (ciento ocho pesos 57/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $108.57 (ciento ocho pesos 57/100 moneda nacional)., multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $162,855.00 (ciento sesenta y dos mil ochocientos cincuenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2024: $108.57
Operación: 108.57 X 1500= $162,855.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a **********por concepto de prestación de servicio de drenaje y tratamiento, relativo a setenta y cinco meses de supuesto adeudo; resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $162,855.00 (ciento sesenta y dos mil ochocientos cincuenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional).
De lo anterior se advierte, que el recurso intentado por la parte actora es procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de cinco de julio de dos mil veintitrés
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido escrito firmado por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral “********** por el cual demandó del Director General y Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), el acto que hizo consistir en:

“(…) el oficio **********, de veinticuatro de abril del dos mil veintitrés, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), mediante el cual requiere a la Persona Moral denominada Bebidas Mundiales Sociedad de Responsabilidad Limitada. de Capital Variable., el pago por la cantidad de : **********), por concepto de prestación de servicio de drenaje y tratamiento, relativo a setenta y cinco meses de supuesto adeudo”.

Asimismo, se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.
II. En acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil veintitrés,
 el órgano jurisdiccional de origen, tuvo a ********** en su calidad de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por contestando la demanda. 
III. El diecisiete de octubre del año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2023-3.

IV. Mediante sentencia de veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro, la Tercera Sala Unitaria, decretó la improcedencia del juicio y, en consecuencia, el sobreseimiento del mismo, con fundamento en los artículos 228 fracción XI, en relación con el 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado, al considerar sustancialmente lo siguiente: 
En primer término, señaló que Axell Alan Hernández Bocanegra, no acreditó la personalidad para representar a la persona moral denominada “**********, y agregó que carecía de atribuciones para instar un juicio contencioso administrativo cuya suerte principal resultara superior a los **********, pues consideró que el poder conferido a su favor, estaba limitado para su ejercicio en controversias hasta por dicha cantidad.

Que no existía duda en cuanto a que Axell Alan Hernández Bocanegra, era apoderado de la persona moral denominada “**********; pero que el poder otorgado, se encontraba limitado a controversias hasta por la cantidad de **********, según se estableció en la resolución décima primera del acta de asamblea de socios de veintidós de mayo de dos mil veintitrés.

Destacó además, que para justificar su personalidad, el apoderado de la parte actora, acompañó a la demanda la documental, consistente en la escritura pública número un mil trescientos uno, del libro treinta y tres, de protocolo de la Notaría Pública ciento cuarenta y cuatro del primer distrito registral del Estado de Nuevo León, que contiene la protocolización del Acta de asamblea de socios de la persona moral denominada **********, de veintidós de mayo de dos mil veintitrés, a la que le confirió pleno valor probatorio con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo, según lo que dispone el artículo 217, párrafo segundo, del citado Código Procesal Administrativo.

Señaló además, que en la resolución décima primera del acta de asamblea de socios, de veintidós de mayo de dos mil veintitrés, se estableció que, entre otras personas, se le confiere a Axell Alan Hernández Bocanegra, poder general para pleitos y cobranzas, para ser ejercido individualmente, pero limitado para su ejercicio hasta por un importe de ********** por operación, o serie de operaciones relacionadas; así mismo se estableció que los asuntos podrían exceder de dicha cantidad, bajo dos hipótesis de excepción, la primera, que se contara con la autorización por escrito emitida por alguno de los señores **********, o bien, la segunda excepción, que se refiere a los casos en que se trate de actos jurídicos relacionados con la toma de decisiones y determinaciones para negociar y suscribir toda clase de contratos o convenios laborales colectivos, así como para ejecutar o ratificar cualquier trámite ante algún centro federal de conciliación, y registro laboral, o los centros de conciliación de las entidades federativas.

Por otra parte, la Sala resolutora precisó que era importante establecer, en primer término que a la fecha de la presentación de la demanda, la cantidad de **********, al tipo de cambio de **********, equivalía a la cantidad de **********; en segundo término, que Axell Alan Hernández Bocanegra, no acompañó al escrito de demanda, escrito de autorización por parte de alguno de los señalados, a efecto de ejercer la representación en un asunto por un importe mayor a los **********, y en tercer término, que en el caso no se actualizó la segunda hipótesis de excepción, por tratarse de un juicio contencioso administrativo y no de una controversia laboral de contratos o convenios colectivos, ni alguna que se tramite ante algún centro de Conciliación de la federación, o del Estado de San Luis Potosí.

Y, que en el acto impugnado, consistente en el oficio **********, de veinticuatro de abril de dos mil veintitrés, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; concretamente en el segundo párrafo, se estableció que la persona moral denominada **********, tenía un adeudo por la cantidad de $16,488,125.49 (dieciséis millones cuatrocientos ochenta y ocho mil ciento veinticinco pesos 49/100 M.N.).
Asimismo, estableció que la cantidad que en el acto impugnado se señala es adeudado por la persona moral actora denominada **********, al Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, es muy superior a los **********, a que equivalían los **********, a que está limitado el ejercicio del poder general para pleitos y cobranzas de Axell Alan Hernández Bocanegra.

Así, el A quo concluyó que Axell Alan Hernández Bocanegra, carecía de atribuciones para instar un juicio contencioso administrativo cuya suerte principal es superior a los **********, pues el poder conferido a su favor, está limitado para su ejercicio en controversias hasta por dicha cantidad; y por consiguiente, que el compareciente no acreditó personalidad con capacidad jurídica para instar el juicio contencioso administrativo.

Finalmente añadió, que ante la falta de personalidad del ocursante, se actualizaba la causa de improcedencia prevista por el artículo 228, fracción XI, en relación con el artículo 219, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al considerar que interpretadas en su conjunto concretaban la falta de personalidad como una causal de improcedencia del juicio contencioso administrativo, al no haberse acreditado la representación de la parte actora.

En consecuencia, con fundamento en el artículo 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, decretó el sobreseimiento del Juicio Contencioso Administrativo, al concluir que se actualizó la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción XI, en relación con el artículo 219, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO. Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios.

1. Que la causal de sobreseimiento deriva de violaciones cometidas durante el trámite del juicio contencioso administrativo, así como un indebido e ilegal prejuzgamiento sin haber analizado íntegramente el escrito inicial de demanda.

Se duele que el Magistrado prejuzgó sobre la certeza del acto impugnado en cuanto a su ordenamiento y omisión, al aseverar que la parte actora mantenía un adeudo ante el Organismo operador que nos ocupa y que la violación cometida por las autoridades demandadas lo constituía la imposición de un cobro que tenía su origen  en un acto declarado nulo  e invalidó procesalmente, lo que considera le ocasiona una violación a los principios de presunción de inocencia y no incriminación, contenido en los artículos 1º y 20 constitucionales.
2. En su segundo disenso, se duele que la sentencia recurrida le causa agravio porque su dictado no fue antecedido por presupuesto procesal del procedimiento adecua que condiciona la legalidad de toda sentencia, con fundamento en el artículo 235 del Código procesal administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
También alega que, en la sentencia recurrida el A quo resolvió sobreseer bajo argumentos de supuesta falta de personalidad, toda vez que de la escritura pública un mil trescientos uno, del protocolo de la Notaría Pública ciento cuarenta y cuatro del Primer Distrito Registral del Estado de Nuevo León que contiene la protocolización del acta de asamblea de socios de la parte actora, **********, de veintidós de mayo de dos mil veintitrés, mediante la cual se otorgó poder general para pleitos y cobranzas a **********, fue otorgado bajo la limitante para su ejercicio por hasta un importe de **********Posteriormente, citó el contenido del artículo 235 del Código Procesal administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Manifiesta que, para el caso de que no se cumplan con cualquiera de los requisitos previstos en el artículo 234 del ordenamiento citado, tratándose de la fracción I, que prevé: "[...] el documento que justifique la personalidad |...|", estima que el A-quo tenía la obligación de prevenir a la parte actora bajo el argumento que no se acreditó la personalidad del apoderado legal, y conceder el plazo de cinco días hábiles para subsanar tal circunstancia.

Por tanto aduce, no obstante, que el Magistrado admitió a trámite la demanda, así como tuvo por reconocida la personalidad del apoderado legal de la parte actora en términos de la escritura pública antes mencionada que contiene la protocolización del acta de asamblea de socios de la parte actora en el principal, **********, de veintidós de mayo de dos mil veintitrés, que se exhibió junto con el escrito inicial, consideró el sobreseimiento del juicio  por las consideraciones que tuvo a bien adoptar.

Invocando como sustento a lo anterior, por analogía la jurisprudencia P./J. 43/96, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la siguiente voz: “PERSONALIDAD EN EL AMPARO. EL JUEZ DEBE PRONUNCIARSE SOBRE ELLA CUANDO PROVEE ACERCA DE LA DEMANDA Y, SI NO ESTÁ ACREDITADA, PREVENIR AL PROMOVENTE, DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 146 DE LA LEY DE AMPARO; DE LO CONTRARIO, EL REVISOR ORDENARÁ LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.”
Señaló que las consideraciones que sustentan la anterior tesis jurisprudencial, se encuentran en la ejecutoria publicada en la página 49 y siguientes del Tomo IV, Julio de 2016, del Semanario Judicial  de la Federación y su Gaceta, Novena Época y transcribió su contenido.

Y agregó que una vez expuesto el origen del criterio jurisprudencial, el cual señala que constituye obligación procesal pronunciarse necesariamente al inicio del juicio, en relación con la perfecta acreditación procesal y suficiencia de pruebas  de la personalidad y legitimación  de la parte acora, especialmente en los casos en que promueven el juicio otras personas  en nombre del interesado en ejercicio de la representación; mismo pronunciamiento inicial que debe dar oportunidad a la parte actora de subsanar irregularidades por constituir una oscuridad en la demanda y porque no es jurídicamente correcto sustanciar el juicio hasta la celebración de la audiencia final  por parte de la Sala Unitaria sin avisar y poner en conocimiento  este aspecto que podría ser subsanable, todo ello sobre la idea  de que si el apoderado legal no tiene personalidad entonces la demanda no debía admitirse en los términos en los que se realizó.
E insiste que no puede desestimarse que existe ordenamiento legal específico en la materia que impone una obligación al Magistrado de analizar en su totalidad en su totalidad el escrito inicial de demanda y sus anexos, para que en  caso de que se haya omitido cumplir, o se haya cumplido parcialmente con los requisitos previstos en los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el estado de San Luis Potosí, éste debió prevenir a la parte actora para que en el término de cinco días hábiles se estuviera en aptitud de subsanar dicha irregularidad, y no así, agotar las etapas procesales hasta la emisión de la resolución recurrida para advertir que el apoderado legal no tenía reconocida su personalidad.

Por último, dice que además de soslayar las anteriores obligaciones al inicio del juicio y de prolongarse esas violaciones a todo lo actuado durante el procedimiento, en virtud de que el Magistrado omitió corregir o regularizar el procedimiento, formulando las consideraciones necesarias para poner en conocimiento de la parte actora la supuesta insuficiencia de las pruebas sobre su poder, el A quo también incurrió en ilegalidad al pronunciar los acuerdos en la audiencia final, debido a que en esa parte, al hacer relación de las constancias, tanto el Secretario que da cuenta como el magistrado, debieron percatarse  de la inexistencia  del pronunciamiento sobre personalidad insuficientemente acreditada y ordenar prudentemente la reposición del procedimiento, de manera que al no haber procedido en esos términos, estima incurrieron en ilegalidad.
NOVENO.- Estudio. El segundo agravio que hace valer el recurrente, deviene fundado para los efectos pretendidos por la moral recurrente, pues acorde a sus señalamientos y por así advertirlo esta Alzada, en efecto existe violación substancial manifiesta en el procedimiento; lo que conlleva a revocar la determinación combatida para efecto de reponer el procedimiento por las razones y para los efectos que a continuación se explican, de conformidad con lo establecido en los artículos 156, párrafo tercero, del mismo código y 23, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que a la letra dicen:
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

(…)

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

(…)”

“ARTÍCULO 23. Son facultades de la Sala Superior Unitaria las siguientes:

(…)

IV. Ordenar que se abra la instrucción y la consecuente devolución de los autos que integran el expediente a la sala de origen, cuando se advierta una violación substancial al procedimiento o cuando considere que se realice algún trámite en la instrucción;

(…)”

En el caso, se consideran violadas las reglas esenciales del procedimiento, pues la violación procesal, como su denominación lo indica, se actualiza durante la secuela del procedimiento judicial o administrativo que se siga en forma de juicio y se manifiesta generalmente, en la privación de algún derecho procesal a las partes, lo que se aprecia que aconteció en la especie, en virtud de que el Magistrado A quo no requirió a la parte moral actora para que en el plazo de cinco días hábiles subsanara las omisiones y formulara las aclaraciones correspondientes respecto del documento con el que pretendía acreditar la personalidad con la que comparecía; apercibiéndolo que de no hacerlo se desecharía la demanda; con lo que se afectó la defensa del particular y repercutió en el sentido de la resolución impugnada. 


Para dar claridad a la calificativa en mención es necesario partir del contenido de los numerales 234, fracción I, y 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales establecen: 

ARTÍCULO 234. A la demanda deberán anexarse: 

I. El documento que justifique la personalidad, cuando no se promueva en nombre propio; 

II. Los documentos en que conste el acto impugnado y su notificación, cuando los tenga a su disposición el actor; o copia de la petición no resuelta, en caso de negativa ficta; 

III. Una copia de la demanda y de los documentos anexos, para cada una de las partes, y 

IV. El interrogatorio o cuestionario respectivo firmados por el oferente, en caso de que se ofrezca prueba testimonial o pericial. 

Se deberá añadir una copia de la demanda para conocimiento del superior jerárquico del funcionario, o autoridad. 

ARTÍCULO 235. Cuando no se satisfaga alguno de los requisitos de la demanda, o bien, cuando la demanda fuese obscura o imprecisa, o no se anexen los documentos a que se refieren los artículos anteriores; el Magistrado deberá requerir al actor, para que en el plazo de cinco días hábiles subsane las omisiones y formule las aclaraciones correspondientes; apercibiéndolo que de no hacerlo se desechará la demanda. 

Tratándose de pruebas, todas aquellas documentales que fueren anunciadas deberán exhibirse y, en su caso, aportarse los elementos técnicos para el desahogo de las que así lo ameriten, salvo lo dispuesto en el artículo 98 de este Código; el hecho de que no se subsane la irregularidad respectiva o no se anexen los documentos omitidos, traerá como consecuencia el desechamiento de la prueba correspondiente.”

De la interpretación sistemática que se realiza a los dispositivos legales citados, se obtiene que, durante la tramitación del procedimiento contencioso administrativo han de observarse las formalidades esenciales que regula el Código de la materia y fuero, relativas a la oportunidad de subsanar las omisiones y formular las aclaraciones correspondientes, cuando no se satisfaga alguno de los requisitos de la demanda, o bien, cuando la demanda fuese obscura o imprecisa, o no se anexen los documentos a que se refieren los artículos previamente transcritos, a efecto de no dejar sin defensa a las partes interesadas o evitar que la infracción procedimental influya de manera decisiva en la resolución correspondiente.


En ese sentido, debe hacerse hincapié que las reglas fundamentales que norman al juicio son aquellas que deberán realizar los tribunales, por disposición expresa de las distintas leyes que lo regulan, para integrar correctamente el procedimiento, esto es, constituyen la totalidad de las obligaciones procesales que se encuentran sistematizadas en los cuerpos normativos que rigen al juicio, las que se distinguen de las cargas procesales impuestas a las partes, porque las primeras revisten el carácter de oficiosas y, en las segundas, se requiere necesariamente la intervención de las partes para hacer efectivas las prerrogativas descritas en tales leyes, además éstas se encuentran sujetas al principio de preclusión en el supuesto de no ejercitarse dentro del plazo previsto para tal efecto, lo que no acontece tratándose de las señaladas obligaciones.


Luego entonces, le asiste la razón al recurrente, toda vez que, si bien, del examen del artículo 234, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se aprecia que el Legislador estableció que el demandante “deberá” de anexar a su demanda, entre otros documentos “el documento que justifique la personalidad, cuando no se promueva en nombre propio”. No debe obviarse que, del artículo 235 del Código en cita, se desprende que cuando “no se anexen los documentos a que se refieren los artículos anteriores; el Magistrado deberá requerir al actor, para que en el plazo de cinco días hábiles subsane las omisiones y formule las aclaraciones correspondientes; apercibiéndolo que de no hacerlo se desechará la demanda”. 

Atento a lo anterior, resulta que el requerimiento al promovente para que exhiba los documentos que no anexó a su demanda, no se constriñe a la omisión total de éstos, sino que también opera cuando los que presentó son incompletos o defectuosos. Lo anterior es así, en primer lugar, porque el artículo en comento no hace tal distinción, de manera que no es dable que la haga quien lo aplica y, en segundo término, porque la personalidad constituye un presupuesto procesal de examen oficioso.

 
Lo que lleva a considerar que el sentido del requerimiento apuntado es el de brindar la oportunidad al que promueve la instancia, para que la acredite como lo exige la fracción I, del numeral 234, objetivo que se cumple de igual forma ante la omisión total o parcial o al existir algún defecto en los documentos presentados, siempre bajo el apercibimiento de tener por no presentada la demanda cuando no se cumple en el plazo legal.


Tal interpretación es acorde con el espíritu del artículo 17 constitucional y con los principios de certidumbre jurídica, buena fe y economía procesal, por cuanto impide el empleo estéril de recursos humanos y materiales en la tramitación de juicios iniciados por quien carece de personalidad para hacerlo y a fin de evitar los problemas que ello ocasiona tanto al sistema de impartición de justicia como a las partes.


En esa tesitura, si la responsable del estudio correspondiente concluyó que eran insuficientes los documentos anexados a la demanda de nulidad para justificar la personalidad del promovente, debió ordenar el requerimiento de mérito, en el plazo y con el apercibimiento precisados en la disposición examinada, en lugar de sobreseer.

Lo anterior se robustece, pues en esa tesitura, respecto a la acreditación de la personalidad en el juicio, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que la obligación del Magistrado instructor a requerir al demandante para que presente el documento que acredite su personalidad, cuando no se adjunte a la demanda el documento respectivo, no se constriñe solamente a su omisión, pues también opera cuando los documentos exhibidos sean ineficaces, dado que esa deficiencia debe considerarse como una irregularidad documental de la demanda que precisa se requiera al promovente para que satisfaga el requisito dentro del plazo legal, apercibido de las consecuencias que derivarían de no hacerlo.


Ya que de esa manera se da cumplimiento a las garantías de audiencia y de acceso a la jurisdicción, conforme a las cuales debe otorgarse a los particulares la oportunidad de subsanar la omisión o deficiencia en que hubieran incurrido, previniéndoles por una sola vez para que exhiban sus documentos a fin de satisfacer de manera oportuna la carga procesal de acreditar su personalidad, el criterio anterior tiene pleno sustento en la Jurisprudencia de rubro y texto siguiente:

“PERSONALIDAD. REQUERIMIENTO AL PROMOVENTE DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA QUE APORTE EL DOCUMENTO QUE ACREDITE SU PERSONALIDAD, PROCEDE TAMBIÉN CUANDO EL EXHIBIDO ESTE INCOMPLETO DEFECTUOSO. De acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 209 del Código Fiscal de la Federación, el Magistrado instructor está obligado a requerir al demandante para que presente el documento que acredite su personalidad, cuando no se adjunte a la demanda el documento respectivo; sin embargo, esa obligación no se constriñe solamente a su omisión, pues también opera cuando los documentos exhibidos sean ineficaces, dado que esa deficiencia debe considerarse como una irregularidad documental de la demanda que precisa se requiera al promovente para que satisfaga el requisito dentro del plazo legal, apercibido de las consecuencias que derivarían de no hacerlo, ya que de esa manera se da cumplimiento a las garantías de audiencia y de acceso a la jurisdicción conforme a las cuales debe otorgarse a los particulares la oportunidad de subsanar la omisión o deficiencia en que hubieran incurrido, previniéndoles por una sola vez para que exhiban sus documentos a fin de satisfacer de manera oportuna la carga procesal de acreditar su personalidad.”


Sobre esta interpretación, también se invoca por analogía la siguiente jurisprudencia aprobada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; pues atento a la razonabilidad de sus consideraciones, tiende a maximizar el derecho de acceso a la justicia, resultando aplicable al caso en concreto:  

“PERSONALIDAD EN EL AMPARO. EL JUEZ DEBE PRONUNCIARSE SOBRE ELLA CUANDO PROVEE ACERCA DE LA DEMANDA Y, SI NO ESTÁ ACREDITADA, PREVENIR AL PROMOVENTE, DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 146 DE LA LEY DE AMPARO; DE LO CONTRARIO, EL REVISOR ORDENARÁ LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. Una nueva reflexión acerca de los dispositivos de la Ley de Amparo en torno al tema de la personalidad y de los criterios surgidos a lo largo de varias décadas sustentados, primero por el Tribunal Pleno, y luego por las Salas de esta Suprema Corte, conducen a que este órgano supremo abandone las tesis jurisprudenciales publicadas en la última compilación, Tomo VI (Materia Común), identificadas con los números 369 y 378, intituladas: "PERSONALIDAD EN EL AMPARO. EXAMINARLA EN CUALQUIER ESTADO DEL JUICIO, ES LEGAL" y "PODERES INSUFICIENTES POR OMISION DE REQUISITOS. AL DICTARSE LA SENTENCIA NO PROCEDE PREVENIR AL QUEJOSO, SINO SOBRESEER", para adoptar el criterio de que al Juez de Distrito no le es dable examinar de oficio la personería del promovente en cualquier momento del juicio, sino al recibir la demanda, porque constituye un presupuesto procesal de análisis oficioso, de cuyo resultado si está plenamente satisfecho ese requisito, el Juez lo debe hacer constar en el acuerdo admisorio; y, de no estarlo, lo estime como una irregularidad de la demanda que provoca prevenir al promovente, en términos del artículo 146 de la ley de la materia, para que satisfaga ese extremo dentro del plazo legal, bajo el apercibimiento que de no hacerlo, se le tendrá por no interpuesta; proceder que independientemente de estar apoyado en la Ley de Amparo, obedece a los imperativos del precepto 17 constitucional y responde también a los principios de certidumbre jurídica, buena fe y economía procesal, en tanto impide el empleo estéril de recursos humanos y materiales en el trámite del juicio iniciado por quien carece de personalidad y evita los daños graves ocasionados, tanto para el sistema de impartición de justicia como para las partes. La inobservancia de este criterio, origina que el tribunal revisor, si estima que no está comprobada la personalidad del promovente, ordene la reposición del procedimiento, según lo previene el artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo.”


Ahora bien, si la escritura pública un mil trescientos uno, del protocolo de la Notaría pública ciento cuarenta y cuatro del primer distrito registral del Estado de Nuevo León que contiene la protocolización del Acta de asamblea de socios de la parte actora en el principal, **********, de veintidós de mayo de dos mil veintitrés, resultaba insuficiente para acreditar la personalidad del representante de la moral actora y, no obstante, el Magistrado instructor omitió requerir al promovente la exhibición del instrumento idóneo y continuó con la tramitación del juicio; dicha omisión no puede posteriormente afectar los intereses de la parte actora, como es el caso de la sentencia en que sobreseyó el juicio. 

Por lo que, se tiene que en el caso no se observaron las reglas esenciales del procedimiento, debido a que no se respetaron a la parte actora los principios de garantía de audiencia y de acceso a la jurisdicción conforme a las cuales debe otorgarse a los particulares la oportunidad de subsanar la omisión o deficiencia en que hubieran incurrido, previniéndoles por una sola vez para que exhiban sus documentos a fin de satisfacer de manera oportuna la carga procesal de acreditar su personalidad.
En esa tesitura, las formalidades esenciales del procedimiento no fueron debidamente satisfechas en el juicio de origen, ya que a la recurrente no se le dio la oportunidad de subsanar las omisiones y/o formular las aclaraciones correspondientes, respecto del documento con el que se pretendía acreditar la personalidad de su apoderado legal, por lo que se le dejó en estado de indefensión.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 156, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo del Estado y 23, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo que procede es revocar la sentencia apelada de veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2023-3, y se ordena la reposición del procedimiento, hasta el auto de admisión de la demanda de cinco de julio de dos mil veintitrés, para que en su lugar, la Sala Resolutora:

a) Radique la demanda de nulidad, y previo a su admisión,

b) Requiera a ********** por única ocasión para que dentro del término de cinco días hábiles a partir del día siguiente al en que surta efectos dicho proveído, exhiba el documento con el que acredite y subsane las omisiones correspondientes respecto a la personalidad jurídica que dice ostentar para promover en representación de la moral actora **********, con el apercibimiento que de no hacerlo, se desechará la demanda en términos de lo dispuesto por el artículo 235 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; y una vez hecho lo anterior, continúe la secuela procesal y dicte la sentencia definitiva que en derecho proceda.
Por último, en virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que se ordenó reponer el juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte recurrente en su escrito de apelación, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio al apelante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia, cuyo texto señala lo siguiente:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 23, fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se revoca la sentencia apelada de veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2023-3. 

SEGUNDO. Se ordena la reposición del procedimiento hasta el auto de admisión de demanda de cinco de julio de dos mil veintitrés, para los efectos establecidos en el último considerando de esta determinación.
Notifíquese personalmente a la parte actora y por buzón electrónico a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 63-66 del Toca.





�Foja 79-79 del Toca.


� Foja 82-83 del Toca.


�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Foja 29 vuelta del expediente de origen.


�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Foja 116 del Toca.


�ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Fojas 129-131 del expediente de origen.


� Fojas 303-304 del juicio de origen.





� Foja 88 del juicio de origen.


� Registro digital: 193768 Instancia: Segunda Sala Novena Época  Materia(s):Administrativa Tesis:2a./J. 56/99 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Junio de 1999, página 205  Tipo: Jurisprudencia.


�Registro digital: 200084 Instancia: Pleno  Época: Novena Época  Materia(s): Común Tesis: P./J. 43/96 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IV, Julio de 1996, página 48 Tipo: Jurisprudencia


� 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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